
 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 
                                                                         Auto de Sustanciación N° 1125 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2018 00310 01 
ACCION: Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
 
DEMANDANTE:     Wilson Fernando Cadavid Santos 
                                clgomezl@hotmail.com 
                                carmonaabogado@hotmail.com 
 
DEMANDADO: Nación – Ministerio de Defensa - Ejército Nacional 
                                notificaciones.cali@mindefensa.gov.co 
                                marco.benavides@mindefensa.gov.co 
                                coordinadormebe@gmail.com 
                                usuarios@mindefensa.gov.co 
 
 
 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que precede, el Despacho, 
 
 

RESUELVE: 
 

 
Apruébese la liquidación de costas visible en el expediente1, efectuada por la 
Secretaría del Despacho en favor de la parte demandada por encontrarse ajustada 
a derecho. (Art. 366 C. G. P.). 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 
 
 

 
Firmado electrónicamente 

JULIAN ANDRES VELASCO ALBAN 
JUEZ 

 
Fco 
 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 

                                                 
1 Por el valor de un millón ciento sesenta mil pesos M/Cte. ($ 1.160.000,oo). 

mailto:clgomezl@hotmail.com
mailto:carmonaabogado@hotmail.com
mailto:notificaciones.cali@mindefensa.gov.co
mailto:marco.benavides@mindefensa.gov.co
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mailto:usuarios@mindefensa.gov.co
https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 
                                                                         Auto de Sustanciación N° 1126 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2021 00012 01 
ACCION: Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
 
DEMANDANTE:     Gloria Inés Marín Giradlo 
                                abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com 
                                gloriainesmagi@hotmail.com 
 
 
DEMANDADO: Distrito Especial de Santiago de Cali 
                                notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
                                camilo.ordoñez@cali.gov.co 
                                Nación - Ministerio de Educación - FOMAG 
                                notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
                                notjudicial@fiduprevisora.com.co 
                                t_ygarzon@fiduprevisora.com.co 
                                procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com 
                                 
 
 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que precede, el Despacho, 
 
 

RESUELVE: 
 

 
Apruébese la liquidación de costas visible en el expediente1, efectuada por la 
Secretaría del Despacho en favor de la parte demandada por encontrarse ajustada 
a derecho. (Art. 366 C. G. P.). 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 
 
 

 
Firmado electrónicamente 

JULIAN ANDRES VELASCO ALBAN 
JUEZ 

 
Fco 
 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 

                                                 
1 Por el valor de un millón ciento sesenta mil pesos M/Cte. ($ 1.160.000,oo). 

mailto:abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com
mailto:gloriainesmagi@hotmail.com
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mailto:t_ygarzon@fiduprevisora.com.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com
https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 
                                                                         Auto de Sustanciación N° 1127 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2022 00015 01 
ACCION: Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
 
DEMANDANTE:     José Moisés Ramírez Santacruz 
                                carlosdavidalonsom@gmail.com 
 
 
DEMANDADO: Casur 
                                juridica@casur.gov.co 
                                judiciales@casur.gov.co 
                                yesid.montes852@casur.gov.co 
                                yeto0802@gmail.com 
 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que precede, el Despacho, 
 
 

RESUELVE: 
 

 
Apruébese la liquidación de costas visible en el expediente1, efectuada por la 
Secretaría del Despacho en favor de la parte demandada por encontrarse ajustada 
a derecho. (Art. 366 C. G. P.). 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 
 
 

 
Firmado electrónicamente 

JULIAN ANDRES VELASCO ALBAN 
JUEZ 

 
Fco 
 
 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 

                                                 
1 Por el valor de un millón ciento sesenta mil pesos M/Cte. ($ 1.160.000,oo). 

mailto:carlosdavidalonsom@gmail.com
mailto:juridica@casur.gov.co
mailto:judiciales@casur.gov.co
mailto:yeto0802@gmail.com
https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

  Auto de Interlocutorio No. 942 

 

Proceso:  76001 33 33 006 2021 00166 00 

Medio de Control:  Reparación Directa 

Demandante:  Freddy Pérez Gutiérrez 

  clamepjuridica@gmail.com 

Demandado:  Instituto Nacional penitenciario y carcelario – INPEC 

  notificaciones@inpec.gov.co 

  demandas2.roccidente@inpec.gov.co 

  demandas.roccidente@inpec.gov.co 

  dirección.cojamundi@inpec.gov.co 

  jurídica.cojamundi@inpec.gov.co 

  subdireccion3.cojamundi@inpec.gov.co 

Demandado:  Fiscalía General de la Nación  

  jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 

  veronica.perez@fiscalia.gov.co 

 

Procede el Despacho a dar apertura al incidente de sanción contra el Señor ARLEY 

JULIAN FERNANDEZ TORRES, en calidad de director del Establecimiento 

Penitenciario de Jamundí, por inadvertir orden judicial, de acuerdo con los 

siguientes antecedentes:  

 

Mediante auto interlocutorio No.272 del 30 de marzo de 2023, proferido dentro de 

la audiencia inicial, el Despacho decretó prueba de oficio requiriendo al Instituto 

Nacional Penitenciario y Carcelario- INPEC para que allegara con destino a este 

proceso certificación en la que se señalara cuanto tiempo de detención y bajo que 

modalidad domiciliaria o intramural, permaneció a su disposición el Señor Freddy 

Pérez Gutiérrez, identificado con cedula de ciudadanía No. 12.694.126, como 

presunto autor responsable del delito de “Feminicidio Agravado; Trafico, 

Fabricación, Porte o Tenencia de Armas de Fuego”. 

 

En cumplimiento de lo anterior, la secretaria de este Juzgado libró los oficios con 

fecha 11 de abril de 2023 y 01 de septiembre de 2023, requiriendo al Instituto 

Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, sin obtener contestación alguna a la 

fecha.  

 

En audiencia de pruebas celebrada el 05 de septiembre de 2023, este Despacho 

interrogó al apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, 

para que informara las gestiones adelantadas para la consecución de la prueba, 

quien indicó que, recibidos los dos requerimientos efectuados por el Despacho, 

remitió de manera inmediata al Establecimiento Carcelario, con la advertencia de 

los apremios de ley, reseñando además que el competente para resolver los 

mailto:clamepjuridica@gmail.com
mailto:notificaciones@inpec.gov.co
mailto:demandas2.roccidente@inpec.gov.co
mailto:demandas.roccidente@inpec.gov.co
mailto:dirección.cojamundi@inpec.gov.co
mailto:jurídica.cojamundi@inpec.gov.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:veronica.perez@fiscalia.gov.co
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2 

mencionados requerimientos es el director del Complejo Carcelario y Penitenciario 

COJAM.  

 

Escuchado al apoderado del INPEC, en la mencionada audiencia se profirió Auto 

de sustanciación No. 953, ordenando iniciar incidente de desacato contra el director 

del Complejo Penitenciario de Jamundí – COJAM. 

 

Así las cosas, como quiera que a la fecha no se ha remitido respuesta alguna a lo 

pedido, emergen los supuestos de hecho para abrir formalmente incidente de 

sanción por incumplimiento y desacato a una orden judicial, de acuerdo a los 

poderes correccionales del Juez establecidos en el artículo 60ª de la Ley 270 de 

1996 Estatutaria de Administración de Justicia, adicionado por el artículo 14 de la 

Ley 1285 de 2009, en concordancia con el articulo 44 del Código General del 

Proceso. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ABRIR INCIDENTE DE SANCION en contra del Señor ARLEY JULIAN 

FERNANDEZ TORRES, en calidad de director del Establecimiento Penitenciario de 

Jamundí, ante el incumplimiento a los requerimientos efectuados a través de los 

Oficios del 11 de abril y 01 de septiembre de 2023, proferidos en el trámite del 

presente proceso. 

 

SEGUNDO: REQUERIR al Señor ARLEY JULIAN FERNANDEZ TORRES en 

calidad de director del Establecimiento Penitenciario de Jamundí para que en el 

termino de tres (3) días brinde las explicaciones sobre su incumplimiento, según lo 

dispuesto en la Ley 270 de 1996 (artículo 59), y envíe respuesta a los requerimientos 

de prueba de oficio, contenidos en los oficios del 11 de abril y 01 de septiembre de 

2023. 

 

Se hace saber que si las explicaciones no fueren satisfactorias se procederá a 

imponer la correspondiente sanción establecida en el numeral 3 del articulo 44 del 

C.P.G, con multa hasta de diez (10) salarios mínimos legales vigentes. 

 

TECERO: NOTIFICAR al incidentado por el medio más expedito, advirtiéndole que 

cuenta con el término de tres (3) días para dar las explicaciones que considere en 

su defensa, de acuerdo al artículo 59 de la Ley 270 de 1996. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co  
 

JV 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 

Auto de Sustanciación No. 1132 
 
Radicación:   76001 33 33 006 2019-00285 
Medio de control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
Demandante: Elsa Ospina Varela 
 abogadooscartorres@gmail.com 
Demandado: Nacion- ministerio de Educacion – FOMAG 
 notjudicial@fiduprevisora.com.co 
 fomag@fiduprevisora.com.co 
 notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
 
En atención a lo dispuesto en el auto del 327 del 28 de septiembre de 2022, 

proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, Magistrada Ponente 

Doctora Ana Margoth Chamorro Benavides, mediante el cual ACEPTO el 

desistimiento del recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 

demandante, contra la Sentencia No. 100 del 02 de diciembre de 2020 declarandola 

en firme y ejecutoriada, conforme a lo establecido en el articulo 316 del C.P.G., este 

Despacho ordenará obedecer y cumplir lo dispuesto por el Superior Jerárquico.  

 

En consecuencia, se  

 

RESUELVE: 

 

1º. Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo 

del Valle del Cauca en el auto No. 327 del 28 de septiembre de 2022. 

 

2°. Ejecutoriada la presente providencia, por secretaría archívese el expediente, 

como quiera que no se dispuso condena en costas ni en la sentencia de primera 

instancia, ni en el mencionado auto proferido por el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle del Cauca. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firmado Electrónicamente) 

JULÍAN ANDRÉS VELASCO ALBÁN  

JUEZ 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co  
JV 

mailto:abogadooscartorres@gmail.com
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:fomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 
 
                                                                         Auto de Sustanciación N° 1134 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2016 00128 01 
ACCION: Reparación Directa 
 
DEMANDANTE:     Jair Sánchez Benítez 
                                pipe80@hotmail.com 
                                andres.chaparro.zuluaga@gmail.com 
 
DEMANDADO: Nación – Fiscalía General de la Nación 
                                jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 
                                luz.huertas@fiscalia.gov.co 
 
   Nación - Rama Judicial 
                                dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
          
 
Teniendo en cuenta la constancia secretarial que precede, el Despacho, 
 
 

RESUELVE: 
 

 
Apruébese la liquidación de costas visible en el expediente1, efectuada por la 
Secretaría del Despacho en favor de la parte demandada por encontrarse ajustada 
a derecho. (Art. 366 C. G. P.). 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE: 
 
 

 
Firmado electrónicamente 

JULIAN ANDRES VELASCO ALBAN 
JUEZ 

 
Fco 
 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 

                                                 
1 Por el valor de un millón ciento sesenta mil pesos M/Cte. ($ 1.160.000,oo). 

mailto:pipe80@hotmail.com
mailto:andres.chaparro.zuluaga@gmail.com
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:luz.huertas@fiscalia.gov.co
mailto:dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023)   

 

   Auto interlocutorio No. 945 

 

Radicado:         76001 33 33 006 2019 00291 01 

Proceso:         Ejecutivo 

Ejecutante:         Marlem Osorio Rodríguez 

          notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

Ejecutado:           Distrito Especial de Santiago de Cali 

                             notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

              

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Pasa a Despacho el proceso de la referencia para proveer sobre la solicitud de 

medidas cautelares elevada por la parte ejecutante, en los siguientes términos1: 

 

“EL EMBARGO Y RETENCION, de los dineros que posee la SANTIAGO DE CALI DISTRITO 
ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, TURISTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS con NIT 
890399011-3, en las entidades bancarias que se indican a continuación, bien sea en cuentas 
corrientes o de ahorros, siempre y cuando en este último caso, se superen los topes legales (…):   
 

ANTECEDENTES 

 

Revisado el expediente se advierte que mediante Auto Interlocutorio No. 001 del 

14 de enero de 2020 se libró mandamiento de pago contra el Municipio de Cali, 

hoy Distrito Especial de Santiago de Cali2.  

 

Posteriormente, por Auto Interlocutorio No. 862 del 22 de septiembre de 2023, se 

dispuso: “MODIFICAR la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante, 

la cual se establece en la suma de SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 

DIEICISIETE MIL QUINIENTOS SEIS PESOS M/CTE CON VEINTICINCO 

CENTAVOS ($6.417.506,25) por concepto de capital, intereses adeudados al 21 

de septiembre de 2023, y las costas del proceso ordinario, suma adeudada por el 

Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de 

Santiago de Cali, a favor de la señora Marlem Osorio Rodríguez”3. 

 

El anterior proveído fue notificado en el estado No. 150 del 25 de septiembre de 

20134, sin que se evidencie en la plataforma de SAMAI pronunciamiento alguno de 

las partes al respecto.  

                                                           
1 Índice 43 de SAMAI 
2 Folios 50-54 del archivo 01 del expediente digital – índice 32 de SAMAI 
3 Índice 40 de SAMAI 
4 Índice 42 de SAMAI 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co


 
 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 599 del Código General del Proceso estipula respecto de las medidas 

cautelares en procesos ejecutivos:  
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. El juez, al decretar los embargos y secuestros, 
podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los bienes no podrá exceder el doble del crédito 
cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas (…)”  

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así:  
 

(…) 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a 
la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, debiéndose señalar la 
cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas, más un 
cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de depósito y ponerlo a 
disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la 
recepción del oficio queda consumado el embargo.”  

 

De la misma manera, prevé el artículo 594 del mismo estatuto, que son bienes 

inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en leyes 

especiales, los siguientes:  
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de las 
entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos de la 
seguridad social”.  

 

Este precepto legal, además estipula en el parágrafo, que:  
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la medida no 
obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento 
legal para su procedencia.  
 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no se 
indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de 
embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza de 
inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá informar 
al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento de la 
medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La autoridad que 
decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de 
envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal a la regla de 
inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe oficio alguno, se 
entenderá revocada la medida cautelar. 
 

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial que 
devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el 
débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se pondrán a 



 
 

disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin al 
proceso que así lo ordene” 

 

De otro lado, está regulado en el parágrafo 2° del artículo 195 del CPACA, que los 

recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones son 

inembargables5.  

 

Sin embargo, la Corte Constitucional ha trazado una línea jurisprudencial respecto 

del principio de inembargabilidad, tal como lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013, al establecer que sobre la regla general existen excepciones que tienen 

como propósito armonizar dicha regla general con otros principios, valores y 

derechos constitucionales, como la dignidad humana, la vigencia de un orden justo 

y el derecho al trabajo6, como se expone a continuación:  
 

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el derecho 
al trabajo en condiciones dignas y justas7.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los 
derechos en ellas contenidos8.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible9.  
 

(iv) Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales 
estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento básico)10  
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de las 
normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos11, como lo pretende el 
actor.” (Negrillas y subrayas del Juzgado) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró:  
 

“…puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad de 
los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y conciliaciones 

                                                           
5 “Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
6 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
7 C-546 de 1992 
8 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos 
9 La sentencia C-103 de 1994 (Jorge Arango Mejía), se estableció una segunda excepción a la 
inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, así: para hacer efectiva una obligación que conste en 
un acto administrativo que preste mérito ejecutivo, esto es, que sea expresa, clara y exigible, procederá la 
ejecución después de los diez y ocho (18) meses. 
10 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
11 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 
1992, C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 
1999, C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-
1154 de 2008 y C-539 de 2010. 



 
 

siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para hacer exigibles 
estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, no ha operado 
como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la Nación o las 
entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para explicar por qué 
este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte en este respecto”  

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, como se cita en 

extenso12:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, los 
parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio 
arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían inalienables, 
imprescriptibles e inembargables.  
(…)  
De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla general, 
esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. Regla que, de 
acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional10, se justificó en la protección 
de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su inciso 2, 
agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar 
las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, 
dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos 
reconocidos a terceros en estas sentencias.”  

 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes disposiciones 
relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes de la Nación y con 
ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran sustento en ingresos 
corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 199213, C 1154 
de 200814, C 566 de 200315, C 1154 de 200816, que existen algunas excepciones a la 

                                                           
12 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00 
13 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes." 
14 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el 
Presupuesto General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. No 
obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
15 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera. 
16 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 



 
 

inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar créditos 
cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título que se 
pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios fundamentales 
en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la administración de 
justicia. De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto 
y que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social de 
Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos. (…)  
 

Así las cosas, teniendo en cuenta que, en el presente caso, el accionante, en el proceso ordinario, 
busca el cumplimiento de una Sentencia Judicial, proferida dentro de un proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho tramitado en la jurisdicción contencioso administrativo (rad. 2012-
00195-00), en principio, resultaría procedente el embargo de las cuentas de Colpensiones, en 
tanto a. es precisamente, una de las excepciones al principio de inembargabilidad y b. los dineros 
sobre los cuales recae la solicitud de embargo, son recursos parafiscales, ya que pertenecen al 
sistema de seguridad social, y la Sentencia de la cual se pretende su pago tiene la misma 
naturaleza de los bienes de los cuales se pretende su embargo.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido de 
manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los casos 
de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la Nación, 
se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del ordenamiento jurídico. 
Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial por 
parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta de 
aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación”. 

 

Corolario de lo expuesto, se logra concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables; al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

Así las cosas, considera el Despacho que la solicitud de medida cautelar 

presentada por la parte ejecutante en el asunto objeto de estudio es procedente, 

teniendo en cuenta que se trata de un proceso ejecutivo promovido para obtener 

el pago de una suma reconocida en una sentencia de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, y la petición de embargo va dirigida a sumas de 

dinero que posea la entidad demandada identificado con el NIT 890399011-3, en 

                                                                                                                                                                                 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.” 



 
 

los establecimientos bancarios citados en la petición, sin que con ello se 

desconozcan las prohibiciones legales en relación con la embargabilidad de 

dineros de las entidades públicas.  

 

En tal sentido, para la efectividad de esta medida, la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los 

mismos en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas 

condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente, esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

En el presente caso, se advierte que este Juzgado profirió la sentencia No. 

149 del 02 de 2021, que fue confirmada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle del Cauca por sentencia No. 27 del 24 de marzo de 

2023, providencia que cobró ejecutoria, razón por la cual procede colocar a 

disposición del Despacho las sumas retenidas. 

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro 

de los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio, siguiendo los 

parámetros del numeral 10 del artículo 593 del Código General del Proceso17.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de NUEVE MILLONES 

QUINIENTOS MIL PESOS M/CTE ($9.500.000), de conformidad a lo 

ordenado en el numeral 10 del artículo 593 del CGP., para lo cual se tuvo en 

cuenta la suma establecida en el auto interlocutorio No. 862 del 22 de 

septiembre de 2023, por medio del cual se modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Occidente, Bogotá, GNB Sudameris, 

Bancolombia, Agrario, Popular, AV Villas, Davivienda, Bilbao Vizcaya Argentaria 

Colombia S.A. (BBVA), Caja Social y Pichincha; y no de manera simultánea, a fin 

de evitar que se genere una afectación patrimonial injustificada a la entidad, es 

decir, se librará oficio a la primera entidad bancaria, y una vez responda el 

requerimiento, de no practicarse el embargo, se continuará con la siguiente y así 

sucesivamente. 

 
                                                           
17 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: (...) 10. El de sumas de dinero 
depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la correspondiente entidad como lo 
dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no 
podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento (50%). Aquellos deberán 
constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al 
recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 



 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de 

Cali, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. DECRETAR el embargo y retención de los dineros que el Distrito 

Especial de Santiago de Cali identificado con el NIT 890399011-3, tenga o llegase 

a tener en las cuentas que posea en los siguientes establecimientos bancarios: 

Occidente, Bogotá, GNB Sudameris, Bancolombia, Agrario, Popular, AV Villas, 

Davivienda, Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A. (BBVA), Caja Social y 

Pichincha. 

 

Por Secretaría líbrense los oficios de manera sucesiva a los establecimientos 

bancarios citados, para evitar que se genere una afectación patrimonial 

injustificada a la entidad. 

 

SEGUNDO. DAR CUMPLIMIENTO al parágrafo único del artículo 593-10 y 594 

del Código General del Proceso, en el sentido de colocar a disposición del 

Despacho las sumas retenidas por existir en el presente asunto sentencia 

debidamente ejecutoriada. Para lo cual, la entidad bancaria deberá constituir 

certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos judiciales No. 

760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de los tres (3) días 

siguientes al recibido de este oficio. 

 

TERCERO. LIMITAR el embargo en la suma de NUEVE MILLONES 

QUINIENTOS MIL PESOS M/CTE ($9.500.000). 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN  

JUEZ 

 
Dpr 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fsamairj.consejodeestado.gov.co%2F&data=05%7C01%7Cdriosh%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C8c4dddaa6df8454d200e08da4d7a2ff6%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637907484422852104%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=9scKxi%2B6yuvH6XARnixKzhPt%2FQ7t80tLs4x5ujJEtwo%3D&reserved=0
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 948 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00151 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : William González González 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
 
Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali.  
 notificacionesjudiciales@cali.gov.co  

     william_dgm@hotmal.com                                                

 

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 40 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 
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mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  

 

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
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que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
 

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 

  

                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  



 

 

4 

“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de catorce millones de 

pesos m/cte. ($14.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma establecida en el 

auto interlocutorio No. 897 del 29 de septiembre de 2023, por medio del cual se 

modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de catorce millones de 

pesos m/cte. ($14.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 947 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2019 00343 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : Isabel Prado Álvarez 

notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

 

Demandado  : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali. 

  notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 william_dgm@hotmal.com 
                                                

 

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 42 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:william_dgm@hotmal.com
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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CONSIDERACIONES 

 

Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
 

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 

                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

                                                                                                                                     
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de nueve millones de 

pesos m/cte. ($9.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma establecida en el 

auto interlocutorio No. 894 del 29 de septiembre de 2023, por medio del cual se 

modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de nueve millones de pesos 

m/cte. ($9.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del artículo 

593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 946 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2019 00292 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : María Eugenia Bolaños Lizalda 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
 
Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali  
  roccylatorre@hotmail.com  
  notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 

                                               

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 43 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:roccylatorre@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
 

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 
  
                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   



 

 

6 

determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de diez millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($10.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma 

establecida en el auto interlocutorio No. 893 del 29 de septiembre de 2023, por 

medio del cual se modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de diez millones quinientos 

mil pesos m/cte. ($10.500.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 

del artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Sustanciación N° 1129 

 

Radicado:  76001 33 33 006 2021 00222 01 

Proceso:  Ejecutivo 

Ejecutantes: Zabulón Guerrero Casañas y Otros 

   duverneyvale@hotmail.com 

   zabulom.guerrero.ou@gmail.com 

   ji1678@outlook.com 

   hispano45@outlook.es 

   valencia201977@gmail.com 

Ejecutado:              Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 

   notificaciones.cali@mindefensa.gov.co 

   juliana.guerrero@mindefensa.gov.co 

                                         

 

Una vez revisado el proceso de la referencia, encuentra el Despacho que el 

Ejército Nacional acercó sendas pruebas de pago efectuado a los ejecutantes a 

través de la abogada Diana Sofía García Villegas, en su condición de apoderada 

sustituta de los demandantes por contar con la facultad expresa para recibir1, 

quien presentó cuenta de cobro el 24 de octubre de 2017 ante dicha entidad, 

abogada que informó de manera expresa a este Juzgado que en efecto recibió el 

pago referido2. 

 

Atendiendo el estado del proceso y las pruebas de desembolso allegadas al sub 

lite, junto a la confirmación de su recepción, se hace necesario requerir al 

apoderado principal de los ejecutantes, para que informe a este Juzgado si con el 

pago realizado por la suma de $162.150.753,81 entiende cumplida totalmente la 

obligación; para lo cual, se le concederá un termino de cinco (5) días, a partir de la 

notificación de esta providencia. 

 

Una vez atendido el requerimiento, ingrésese el proceso a Despacho a fin de 

proveer sobre lo pertinente. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del 

Circuito de Cali,  

 

RESUELVE: 

 

                                            
1 Folios 2-10 de la carpeta 01 del expediente digital incorporado en el índice 19 de SAMAI 
2 Índice 61 de SAMAI 

mailto:duverneyvale@hotmail.com
mailto:zabulom.guerrero.ou@gmail.com
mailto:ji1678@outlook.com
mailto:hispano45@outlook.es
mailto:valencia201977@gmail.com
mailto:notificaciones.cali@mindefensa.gov.co
mailto:juliana.guerrero@mindefensa.gov.co
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PRIMERO. REQUERIR al apoderado de los ejecutantes, para que informe a este 

Juzgado si con el pago realizado por la entidad ejecutada, por la suma de 

$162.150.753,81 entiende cumplida totalmente la obligación; para lo cual, se le 

concede un término de cinco (5) días, a partir de la notificación de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO. Una vez atendido el requerimiento, INGRÉSESE el proceso a 

Despacho a fin de proveer sobre lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 
Dpr 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 
 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fsamairj.consejodeestado.gov.co%2F&data=05%7C01%7Cdriosh%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C8c4dddaa6df8454d200e08da4d7a2ff6%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637907484422852104%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=9scKxi%2B6yuvH6XARnixKzhPt%2FQ7t80tLs4x5ujJEtwo%3D&reserved=0
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Sustanciación N° 1130 

 

Radicado:  76001 33 33 006 2022 00098 01 

Proceso:  Ejecutivo 

Ejecutante:   Copropietarios del predio “Parque Los Giraldo” 

   carlosgiraldo26@hotmail.com 

Ejecutado:              Municipio de Jamundí 

   notificacionjudicial@jamundi.gov.co 

                                                

 

Pasa al Despacho el proceso de la referencia, en el cual se profirió el Auto 

Interlocutorio No. 867 del 22 de septiembre de 2023, que dispuso entre otros 

asuntos: 
 

“SEGUNDO. REQUERIR al señor Carlos Giraldo Ospina en su condición de apoderado general de 
los copropietarios del predio “Parque de los Giraldo”, para que aporte al trámite poder otorgado por 
los copropietarios del referido predio con facultad expresa de recibir los depósitos judiciales 
que se generen en este proceso ejecutivo.” 

 

Revisado el expediente se advierte que obra en el índice 59 de SAMAI, el 

siguiente correo electrónico: 
 

 
 

El mensaje enviado por Carlos Giraldo desde el correo hergiros123@gmail.com, 

y que señala suscribir el señor Hernando Giraldo Rosero, informa sobre las 

presuntas facultades de las que goza el primero de ellos y sobre la relación de 

consanguinidad existente. 

 

mailto:carlosgiraldo26@hotmail.com
mailto:notificacionjudicial@jamundi.gov.co
mailto:hergiros123@gmail.com
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Ahora, según la Escritura Pública 1582 del 01 de octubre de 2016 de la Notaría 

Única del Círculo de Jamundí, los copropietarios que confirieron poder general al 

señor Carlos Giraldo Ospina, son: 

 

 
 

De la revisión del instrumento público que fue allegado tanto al proceso ordinario 

como al ejecutivo, se evidencia que el señor Hernando Giraldo Rosero no figura 

entre los poderdantes, por lo que no hay lugar a emitir pronunciamiento acerca del 

mensaje electrónico enunciado previamente. 

 

Conforme a lo anterior, huelga concluir que a la fecha el señor Carlos Giraldo 

Ospina no ha cumplido con el requerimiento realizado por esta dependencia 

judicial, como quiera que lo exigido es arrimar al sub lite “poder otorgado por los 

copropietarios del referido predio con facultad expresa de recibir los 

depósitos judiciales que se generen en este proceso ejecutivo”, es decir, por 

las personas que se encuentran enlistadas en la imagen incorporada en 

precedencia. 

 

Así las cosas, se reiterará el requerimiento al señor Giraldo Ospina, en los mismos 

términos de la providencia del 22 de septiembre de 2023, y para ello, se le 

recuerda que los mandatos deben cumplir con lo consagrado en el artículo 5 de la 

Ley 2213 de 2022. 

 

De otro lado, en atención a lo resuelto en el ordinal quinto del pluricitado proveído, 

pasa el Despacho a proveer sobre lo indicado en el memorial acercado por la 

parte ejecutante (índice 50), en los siguientes términos: 
 

“El ejecutante informa al Juzgado, bajo la gravedad del juramento, que en Internet aparece la 
Cuenta Corriente No 470069642 del Banco de Bogotá y la Cuenta de Ahorros No. 
76487280794 de Bancolombia para efectos de pago de impuestos de Jamundí.”  

 
Como se logra evidenciar, la manifestación efectuada obedece a una información 

sobre las cuentas para pago de impuestos de Jamundí, pero no corresponde a 

petición formal sobre el decreto de medidas cautelares, por consiguiente, si la 
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intención de la parte ejecutante es elevar solicitud para su materialización, se le 

insta para que la presente en debida forma a fin de que el Despacho pueda 

proveer sobre su resolución. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del 

Circuito de Cali,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. REITERAR el requerimiento efectuado en el Auto Interlocutorio No. 

867 del 22 de septiembre de 2023 al señor Carlos Giraldo Ospina en su condición 

de apoderado general de los copropietarios del predio “Parque de los Giraldo”, 

para que aporte al trámite poderes con facultad expresa de recibir los depósitos 

judiciales de este proceso ejecutivo, que sean otorgados por los copropietarios del 

referido predio, que figuran en la Escritura Pública No. 1582 del 01 de octubre de 

2016 de la Notaría Única del Círculo de Jamundí. 

 

SEGUNDO. NO PRONUNCIARSE respecto del correo electrónico que obra en el 

índice 59 de SAMAI, conforme a las razones expuestas. 

 

TERCERO. INSTAR a la parte ejecutante para que presente en debida forma la 

solicitud de las medidas cautelares, a fin de que el Despacho pueda proveer sobre 

su resolución. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 
Dpr 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 
 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fsamairj.consejodeestado.gov.co%2F&data=05%7C01%7Cdriosh%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C8c4dddaa6df8454d200e08da4d7a2ff6%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637907484422852104%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=9scKxi%2B6yuvH6XARnixKzhPt%2FQ7t80tLs4x5ujJEtwo%3D&reserved=0


 

   

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023)  

 

                                                                                 Auto de sustanciación N° 1131 

 

Radicado:  76001 33 33 006 2023 00195 01 

Proceso:  Ejecutivo 

Ejecutante:  Fondo de Capital Privado Catleya - Comportamiento 1  

   notificacionesejecutivos@aritmetika.com.co 

   lherrera@aritmetika.com.co 

Ejecutado:            Nación - Fiscalía General de la Nación 

                                 jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 

 

 

Teniendo en cuenta la contestación de la demanda presentada por la parte 

ejecutada en el presente asunto y las excepciones de mérito allí propuestas1, 

procederá el Despacho a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 443-1 del 

Código General del Proceso, que dispone correr traslado de las mismas a la parte 

ejecutante por el término de diez (10) días. 

 

En razón a lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Cali,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. CORRER traslado de las excepciones propuestas por la entidad 

ejecutada, por el término de diez (10) días, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 443 del C.G.P.   

 

Finiquitado el traslado en comento se continuará con el iter procesal pertinente. 

 

SEGUNDO. RECONOCER personería a la abogada Adriana Rocío Montoya Vega, 

identificada con la cédula de ciudadanía 52.779.586 y portadora de la T.P. 179.504 

del C.S. de la J., como apoderada de la entidad demandada, en su condición de 

Profesional de Gestión III de la Dirección de Asuntos Jurídicos, nombrada por 

Resolución 0751 del 06 de junio de 2019 y posesionada mediante Acta No. 001300 

del 02 de julio de 2019, conforme a los soportes que obran en el índice 10 de 

SAMAI. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

                                                 
1 Índice 10 de SAMAI 

mailto:notificacionesejecutivos@aritmetika.com.co
mailto:lherrera@aritmetika.com.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co


 

JUEZ 
 

Dpr 

 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023)  

 

                                                                                 Auto Sustanciación Nº 1133 

 

Radicación:                   76001-33-33-006-2023-00036-00 

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 

Demandante:  José Daniel Ortega Díaz 

 notificaciones@coemabogados.com 

 jose.ortega@cali.gov.co 

Demandado:  Distrito Especial de Santiago de Cali 

 notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 aponteabogado@hotmail.com 

 

   

Ejecutoriada la providencia del 21 de septiembre de 20231, por medio de la cual se 

da aplicación a lo previsto en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en torno a la 

fijación del litigio y tener como prueba las allegadas por las partes, en 

cumplimiento de lo señalado en la referida disposición, es menester correr traslado 

a los sujetos procesales para alegar de conclusión, en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. En el mismo término el 

Ministerio Público podrá presentar el concepto de rigor, si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 

Cali, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. CÓRRASE TRASLADO a las partes por el término de diez (10) días 

para que formulen por escrito sus alegatos de conclusión. En el mismo término el 

Ministerio Público podrá presentar el concepto de rigor, si a bien lo tiene. 

 

SEGUNDO. Una vez ejecutoriada esta decisión, por secretaría ingrésese el 

expediente a Despacho para proferir sentencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
Dpr 

 

                                                 
1 Índice 41 de SAMAI 

mailto:notificaciones@coemabogados.com
mailto:jose.ortega@cali.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:aponteabogado@hotmail.com


 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 949 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00154 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : Adíela Gómez Orozco 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
 
Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali  
  angieca1408@hotmail.com  
    notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 32 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:angieca1408@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera, prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  

 

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
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que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones. Así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013, en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito armonizar la regla general de inembargabilidad con 

otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
  

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 
 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 
 

                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de veintidós millones de 

pesos m/cte. ($22.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma establecida en el 

auto interlocutorio No. 898 del 29 de septiembre de 2023, por medio del cual se 

modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de veintidós millones de 

pesos m/cte. ($22.000.000), de conformidad a lo ordenado en el numeral 10 del 

artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 950 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00158 00 

Medio de Control  : Ejecutivo 

Demandante   : Servio Miguel Pino Burbano 

      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

 

Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali.  

     notificacionesjudiciales@cali.gov.co  

william_dgm@hotmal.com 

                                               

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 41 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:william_dgm@hotmal.com
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera, prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
  

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 
  
                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de dieciséis millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($16.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma 

establecida en el auto interlocutorio No. 900 del 29 de septiembre de 2023, por 

medio del cual se modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de dieciséis millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($16.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 951 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00164 00 

Medio de Control  : Ejecutivo 

Demandante   : María Elsa Oviedo Montañez 

    notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali.  

notificacionesjudiciales@cali.gov.co  

william_dgm@hotmal.com 

                                                

 

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 39 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:william_dgm@hotmal.com
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  
 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
 

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 
  
                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de veintiséis millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($26.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma 

establecida en el auto interlocutorio No. 902 del 29 de septiembre de 2023, por 

medio del cual se modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de veintiséis millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($26.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Auto Interlocutorio N° 952 

 

Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00185 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : Rómulo Antonio Millán Piedrahita 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
 
Demandado : Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, 

Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali.  
 notificacionesjudiciales@cali.gov.co  

     roccylatorre@hotmal.com                                               

 

DE LA MEDIDA CAUTELAR INVOCADA 

 

Procede el Juzgado a decidir sobre la solicitud elevada por el apoderado judicial 

de la parte demandante sobre el decreto de medidas cautelares en escrito obrante 

en el archivo 38 del expediente digital SAMAI. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La parte ejecutante solicita decretar la medida cautelar de embargo y retención de 

los dineros depositados por la entidad ejecutada en las cuentas bancarias que 

posea en los siguientes establecimientos bancarios:  

 

1. Banco de Occidente: djuridica@bancodeoccidente.com.co  

2. Banco de Bogotá: emb.radica@bancodebogota.com.co  

3. Banco GNB Sudameris: embargos@gnbsudameris.com.co  

4.Bancolombia: notificacijudicial@bancolombia.com.co  y 

soportes@bancolombia.com.co  

5. Banco Agrario: centraldeembargos@bancoagrario.gov.co  

6. Banco Popular: notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co  

7. Banco AV Villas: notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co  

8. Banco Davivienda: noificacionesjudiciales@davivienda.com  

9. Banco BBVA: embargos.colombia@bbva.com.co  

10. Banco Caja Social: notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com  

11. Banco Pichincha: notificacionesjudiciales@pichincha.com.co  

 

Previo a resolver se harán las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co
mailto:roccylatorre@hotmal.com
mailto:djuridica@bancodeoccidente.com.co
mailto:emb.radica@bancodebogota.com.co
mailto:embargos@gnbsudameris.com.co
mailto:notificacijudicial@bancolombia.com.co
mailto:soportes@bancolombia.com.co
mailto:centraldeembargos@bancoagrario.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesvjuridica@bancopopular.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancoavvillas.com.co
mailto:noificacionesjudiciales@davivienda.com
mailto:embargos.colombia@bbva.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@bancocajasocial.com
mailto:notificacionesjudiciales@pichincha.com.co
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Respecto a las medidas cautelares en procesos ejecutivos el artículo 599 del 

Código General del Proceso, estipula: 
 

“Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. 
 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario, el valor de los 
bienes no podrá exceder el doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 
calculadas (…)” 

 

En cuanto al procedimiento para el embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, dispone el numeral 10 del artículo 593 ibídem, lo 

siguiente:  
 

“Art. 593.- Embargos. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4º, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas, más un cincuenta por ciento (50%). Aquéllos deberán constituir certificado de 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo” 

 

De la misma manera prevé el artículo 594 de este mismo estatuto, que son 

Bienes inembargables, además de los señalados en la Constitución Política y en 

leyes especiales, los siguientes: 
 

“1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 
las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social.  
 

(…)  
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.  
 

(…) 
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales” 

 

Este precepto legal, además en el parágrafo, estipula que: 
 

“Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 
medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de 
embargo el fundamento legal para su procedencia.  

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual no 
se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden 
de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza 
de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá 
informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 
acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal 
a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se recibe 
oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  

 

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
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que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le 
ponga fin al proceso que así lo ordene”  

  

De otro lado, se encuentra regulado en el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA, 

que los recursos asignados para el pago de sentencias y conciliaciones, son 

inembargables1.  

 

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial sobre ese principio de inembargabilidad, estableciendo que sobre 

esta regla general existen excepciones, así lo dispuso en la sentencia C-543 de 

2013 en la cual reiteró dichas reglas de excepción en los siguientes términos, las 

cuales tienen como propósito el de armonizar la regla general de inembargabilidad 

con otros principios, valores y derechos constitucionales tales como la dignidad 

humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo2: 
  

“Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el principio de 
inembargabilidad de recursos públicos con otros principios, valores y derechos constitucionales, 
entre los que se encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al 
trabajo. Éstas son:  
 

(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer efectivo el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas.  
 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la realización 
de los derechos en ellas contenidos3.  
 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

(iv)  Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y 
cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 
cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico)4       
 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya declarado la inexequibilidad de 
las normas referentes a la inembargabilidad de bienes y recursos públicos5, como lo pretende el 
actor.”  (negrillas y subrayas del Despacho) 

 

En la citada providencia la H. Corte Constitucional consideró: 

  

                                            
1 Art. 195 parágrafo 2: “El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se puede trasladar a otros 
rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de 
embargo de estos recursos será falta disciplinaria.” 
2 C-543 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
3 En la sentencia C-354 de 1997 (Antonio Barrera Carbonell), se expuso que aunque el principio general de 
inembargabilidad que consagraba la norma acusada resultaba ajustada a la Constitución. Precisó que 
tratándose de los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 
recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos.  
4 C-793 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
5 La línea jurisprudencial que desarrolla lo atinente al principio de inembargabilidad de los bienes y recursos 
públicos como sus excepciones está compuesta, principalmente, por las siguientes sentencias: C-546 de 1992, 
C-013, C-017, C-107, C-337, C-555 de 1993, C-103 y C-263 de 1994, C-354 y C-402 de 1997, T-531 de 1999, 
C-427 de 2002, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566, C-871 y C-1064 de 2003, C-192 de 2005, C-1154 de 
2008 y C-539 de 2010.  
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“… puede observarse que las excepciones consagradas al principio de inembargabilidad 
de los recursos y bienes públicos frente al pago de sentencias condenatorias y 
conciliaciones siempre ha operado una vez ha transcurrido un determinado plazo para 
hacer exigibles estas obligaciones, luego de su ejecutoria, ante la administración, esto es, 
no ha operado como una medida cautelar previa a la presentación de la demanda contra la 
Nación o las entidades estatales, circunstancia que tampoco evidencia el demandante para 
explicar por qué este evento es diferente y no le son aplicables las subreglas fijadas por la Corte 
en este respecto” 

 

En igual sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, quien al respecto 

sostuvo lo que a continuación se cita en extenso6:  
 

“(1) Para comprender el principio de inembargabilidad de los recursos de la Nación, conviene 
recordar que desde la Constitución (artículo 63), se estableció que los bienes de uso público, 
los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, serían 
inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 

(…)  
 

De la norma expuesta, se entiende que el presupuesto de rentas y recursos de capital de la 
Nación se compone de: (1) Ingresos corrientes, (2) Contribuciones parafiscales, (3) Fondos 
especiales, (4) Recursos de capital e (5) Ingresos de establecimientos públicos del orden 
nacional.  
 

Adicionalmente, en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se fijó una regla 
general, esto es, la inembargabilidad de las rentas incorporadas al presupuesto de la Nación. 
Regla que, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional, se justificó 
en la protección de aquellos recursos económicos, destinados a lograr los fines 
constitucionales del Estado.  
 

Sin embargo, la propia Ley Marco, trajo consigo una excepción a esa regla, cuando en su 
inciso 2, agregó: “No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 
deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.”  
 

Lo anterior deja en evidencia, que, en efecto, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
tiene, desde la norma, una excepción, como es el pago de Sentencias. Ahora bien, esas 
excepciones a la regla de inembargabilidad, han sido desarrolladas y estudiadas, de manera 
constante por la Corte Constitucional, al analizar la constitucionalidad de diferentes 
disposiciones relativas al presupuesto de la Nación, especialmente, de los ingresos corrientes 
de la Nación y con ello, los recursos del Sistema General de Participaciones, que encuentran 
sustento en ingresos corrientes.  
 

Así, la Corte Constitucional ha sostenido, por ejemplo, en las Sentencias C 546 de 19927, C 
1154 de 20088, C 566 de 20039, C 1154 de 200810, que existen algunas excepciones a la 

                                            
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 9 de octubre de 2019. M.P. Alberto Montaña Plata. 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-04062-00   
7 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 8 y 16 de la Ley 38 de 1989 “Normativa del Presupuesto 
General de la Nación”. Artículo 16. La inembargabilidad. Las rentas y recursos incorporados en el 
Presupuesto General de la Nación son inembargables. La forma de pago de las sentencias a cargo de la 
Nación, se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes."   
8 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 
Presupuesto” Artículo 19. Inembargabilidad. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 
General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas 
conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos 
establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias   
9 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 91 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto 
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inembargabilidad de los recursos, incluyendo ahí, [1] la procedencia del embargo con el fin de 
garantizar el pago de sentencias judiciales, [2] la procedencia del embargo para garantizar 
créditos cuyo origen es una relación laboral y [3] la procedencia del embargo cuando el título 
que se pretende ejecutar es un contrato estatal15, ello, en con el fin de proteger principios 
fundamentales en la estructura del modelo de Estado, tales como, el acceso efectivo a la 
administración de justicia.  
 

De lo expuesto, queda claro entonces que, el principio de inembargabilidad no es absoluto y 
que, con el fin de salvaguardar otros derechos que resultan esenciales para el Estado Social 
de Derecho, es posible limitarlo en los eventos arriba descritos.  
 

(…)  
 

1) No se puede efectuar una interpretación aislada del artículo 594 del Código General del 
Proceso, cuando existe un sin número de Sentencias de Constitucionalidad que han sostenido 
de manera pacífica y reiterada que el principio de inembargabilidad no es absoluto.  
 

2) Esas Sentencias de Constitucionalidad, a través de las cuales se ha sostenido que en los 
casos de cumplimiento de sentencias judiciales, derechos derivados de una relación laboral y 
cumplimiento de contratos estatales, resulta procedente el embargo del presupuesto de la 
Nación, se integran a la Constitución que constituye la norma de normas dentro del 
ordenamiento jurídico. Luego, su desacatamiento implica el desconocimiento en sí mismo de la 
propia Constitución.  
 

3) Señalar que, desde la entrada en vigencia del CGP, debe entenderse que no son válidas las 
excepciones al principio de inembargabilidad, implica olvidar el basto desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional que ha mostrado cual debe ser la interpretación correcta 
de aquellas disposiciones en las cuales se ha expuesto lo relativo a la inembargabilidad del 
presupuesto de la Nación” 

 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que pueden ser objeto de embargo las 

cuentas corrientes y de ahorros abiertas por las entidades públicas aun cuando 

reciban recursos del Presupuesto General de la Nación, cuando se trata del cobro 

ejecutivo de sentencias o conciliaciones, salvo que, se trate de dineros del 

presupuesto destinados al pago de sentencias y conciliaciones y al Fondo de 

Contingencias, los cuales son inembargables, al igual que las cuentas corrientes o 

de ahorros abiertas exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

En el caso que nos ocupa, considera el Despacho que la solicitud de medida 

cautelar presentada por la parte ejecutante, consistente en el embargo de sumas 

de dinero que posea la entidad ejecutada en los establecimientos bancarios 

previamente señalados, es procedente, teniendo en cuenta que converge una de 

las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

                                                                                                                                     
Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, entre otros.” Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos 
del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por  sectores. 
Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 
titularización u otra clase de disposición financiera.   
10 Demanda de inconstitucionalidad en contra del art. 21 del Decreto 28 de 2008 Por medio del cual se define 
la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema 
General de Participaciones “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 
sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión 
judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 
crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.”   
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determinadas por la jurisprudencia, esto es se pretende el pago de una sentencia 

judicial para garantizar la seguridad jurídica y la realización de los derechos en 

ellas contenidos, que a su vez reconocen una obligación clara, expresa y exigible, 

sin que con ello desconozcan las prohibiciones legales en relación con la 

embargabilidad de dineros de las entidades públicas.  

 

Así las cosas, para la efectividad de esta medida la entidad bancaria deberá 

proceder de la siguiente manera:  

 

1. Tratándose de excepción de inembargabilidad: De conformidad con el 

parágrafo único del artículo 594 del Código General del Proceso, una vez 

retenidos los dineros, la entidad bancaria o financiera deberá congelar los mismos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 

cuenta o producto de la cual se produce el débito.  

 

Igualmente esta norma consagra que las sumas retenidas, serán puestas a 

disposición del Juzgado una vez cobre ejecutoria la sentencia o la providencia 

que ponga fin al proceso, aspecto que será informado en su debido momento.  

 

2. En caso de que la cuenta sea embargable: De conformidad con el numeral 10 

del artículo 593 del Código General del Proceso11, la entidad bancaria deberá 

constituir certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de depósitos 

judiciales No. 760012045006 y ponerlo a disposición de este Juzgado dentro de 

los tres (3) días siguientes al recibido de este oficio.  

 

3. El embargo en el presente asunto se limita a la suma de nueve millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($9.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del C.G.P., para lo cual se tuvo en cuenta la suma 

establecida en el auto interlocutorio No. 904 del 29 de septiembre de 2023, por 

medio del cual se modificó la liquidación del crédito.  

 

Finalmente, a efectos de la práctica de la medida, se dispondrá librar los oficios de 

manera sucesiva a las entidades bancarias: Banco de Occidente, Banco de 

Bogotá, Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, 

Banco AV Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco 

Pichincha, y no de manera simultánea, a fin de evitar que se genere una 

afectación patrimonial injustificada a la entidad ejecutada, es decir, se librará oficio 

a la primera entidad bancaria, una vez responda el requerimiento, si no se practicó 

el embargo se continuará con la siguiente y así sucesivamente.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

                                            
11 “ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
(...) 
10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la 
correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía 
máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento 
(50%). Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo”. 
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R E S U E L V E 

  

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de los dineros que el Municipio de 

Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial 

y de Servicios de Santiago de Cali, tenga o llegase a tener en las cuentas de los 

siguientes establecimientos bancarios: Banco de Occidente, Banco de Bogotá, 

Banco GNB Sudameris, Bancolombia, Banco Agrario, Banco Popular, Banco AV 

Villas, Banco Davivienda, Banco BBVA, Banco Caja Social y Banco Pichincha. 

  

Estas sumas retenidas, serán puestas a disposición de este Juzgado dentro del 

término de tres (3) días siguientes al recibido del oficio correspondiente, mediante 

la constitución de un certificado de depósito (depósito judicial) en la cuenta de 

depósitos judiciales No. 760012045006 que este Despacho posee en el Banco 

Agrario de Colombia.  

 

SEGUNDO: La presente medida se limita a la suma de nueve millones 

quinientos mil pesos m/cte. ($9.500.000), de conformidad a lo ordenado en el 

numeral 10 del artículo 593 del CGP. 

 

TERCERO: Para la efectividad de la medida cautelar, LIBRAR por Secretaría de 

manera sucesiva los oficios a los establecimientos bancarios relacionados en el 

ordinal primero de este proveído, para evitar que se genere una afectación 

patrimonial injustificada a la entidad ejecutada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Aol 

 
Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 

   

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 

 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintidós (2023)  

 
Auto de sustanciación No. 1128 

 
Radicación:  76001-33-33-006-2021-00134-00 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL 

Demandante: ANA LUISA MUÑOZ COLLAZOS 

   abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com  

   lizeth.munos.c04@gmail.com  

     

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

notjudicial@fiduprevisora.com.co 

 notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co  

fomag@fiduprevisora.com.co  

 
Teniendo en cuenta que en el presente asunto mediante auto interlocutorio No. 

869 del 22 de septiembre de 20231 se dispuso dar aplicación a lo dispuesto en el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó el artículo 182A de la Ley 1437 de 

2011, sin que las partes se hubieran pronunciado, quedando por tanto 

debidamente ejecutoriado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del 

artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 se dispondrá correr traslado a los apoderados 

para que presenten sus alegatos de conclusión dentro de los diez (10) días 

siguientes a la notificación del presente proveído, oportunidad en la cual la agente 

del Ministerio Público delegada ante este Despacho puede presentar su concepto, 

si a bien lo considera. 

 

Por las razones expuestas, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 

Cali,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. En los términos del artículo 181, inciso final de la Ley 1437 de 2011 

(CPACA), se corre traslado común a las partes por el término de diez (10) días 

hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, 

para que formulen sus alegatos de conclusión por escrito, advirtiéndose que durante 

el mismo término la señora Procuradora Judicial delegada ante este Despacho podrá 

presentar concepto si a bien lo tiene, al tenor del aparte final de la citada norma. 

 

SEGUNDO. Vencido el término otorgado para alegar de conclusión, ingrésese el 

expediente a Despacho para proferir sentencia. 

 

                                                 
1 Índice 12 en SAMAI. 

mailto:abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com
mailto:lizeth.munos.c04@gmail.com
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:fomag@fiduprevisora.com.co


 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

Firmado electrónicamente 
JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 

Afra 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 
número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 

 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No. 943 

 

Radicación:  76001-33-33-006-2023-00169-00 

Medio de Control: EJECUTIVO  

Demandante: GLORIA GRANADA LÓPEZ 

 abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com  

 yobany@lopezquinteroabogados.com  

 laura@lopezquinteroabogados.com  

 notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 

      

Demandado: Nación Ministerio de Educación – Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG 

   notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 

   procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

notjudicial@fiduprevisora.com.co 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

abogadojuandavid@gmail.com  

 t_amvargas@fiduprevisora.com.co  

 

Encontrándose el presente proceso pendiente de la adecuación de la demanda, el 

Despacho en aplicación de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del 

CPACA, requerirá a la parte demandante para que cumpla con dicha carga 

procesal, tal y como fue dispuesto mediante auto interlocutorio No. 693 del 3 de 

agosto de 20231, en el cual se dejó expresamente señalado que contaba con el 

término de cinco (5) días para proceder a adecuar la demanda de acuerdo a los 

presupuestos del CPACA. 

 

Así pues, una vez constatado el vencimiento del término inicial (entre el 8 y 14 de 

agosto de 2023, en consideración a que la notificación por estado se efectuó el 4 

de agosto de 20232) y el término adicional de treinta (30) días3 (entre el 15 de 

agosto y el 3 de octubre de 2023) previsto en el artículo 178 del CPACA, se 

advierte que la parte demandante no le ha dado cumplimiento a la carga procesal 

citada, por consiguiente, se impone atender lo establecido en dicha norma y, en 

consecuencia, se otorgará el término de quince (15) días siguientes a la 

notificación del presente proveído, para que la parte demandante adecúe la 

                                                           
1 Índice 6 en SAMAI. 
2 Índice 7 en SAMAI. 
3 Sin tener en cuenta los días comprendidos entre el 14 y el 20 de septiembre de 2023, en virtud de la 
suspensión de términos dispuesta por el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo PCSJ–A-23-
12089 del 14 de septiembre de 2023.  

mailto:abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com
mailto:yobany@lopezquinteroabogados.com
mailto:laura@lopezquinteroabogados.com
mailto:notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:abogadojuandavid@gmail.com
mailto:t_amvargas@fiduprevisora.com.co


  

demanda, tal y como se le indicó en el auto interlocutorio No. 693 del 3 de agosto 

de 2023, so pena de declararse el desistimiento tácito de la demanda. 

 

En virtud de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Cali,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ORDENAR a la parte demandante, que en el término de quince (15) 

días siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a adecuar la 

demanda conforme a los presupuestos del CPACA, tal y como se dispuso en el 

auto interlocutorio No. 693 del 3 de agosto de 2023, so pena de que se declare el 

desistimiento tácito de la demanda. 

 

SEGUNDO: Vencido el término aquí otorgado, pásese el proceso a Despacho 

para proveer lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

(Firmado Electrónicamente) 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 
Afra 

 

Este documento fue firmado electrónicamente, el cual puede consultar con el 

número de radicado en https://samairj.consejodeestado.gov.co 
 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/


 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS 
 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2016 00128 01 
ACCION:  Reparación Directa 
DEMANDANTE:     Jair Sanchez Benítez 
DEMANDADO: Rama Judicial - Fiscalía 
 

 

En cumplimiento a lo ordenado en la parte resolutiva de la sentencia, procedo a 

efectuar la liquidación de costas dentro del proceso de la referencia en favor de la 

parte demandada. 

 

 

 1. Agencias en derecho 1ª instancia1                                    $                000.000,oo 

 2. Agencias en derecho 2ª instancia2                                           $          1.160.000,oo 

 3. Gastos procesales demandada en el proceso3               $                00.000,oo 

Total  $                                    1.160.000,oo 

 

 

 

TOTAL LIQUIDACIÓN DE COSTAS. La suma de un millón ciento sesenta mil pesos 

M/Cte. ($ 1.160.000,oo) para la parte demandada. 

 

 
Fco              

FRANCISCO ORTEGA O. 

Secretario 
Con validez y efecto jurídico 

(Dto 2364 del 22.11.12 y Ley 527 del 18.08.99) 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Sentencia primera instancia NO condenó en costas 
2 Sentencia segunda instancia condenó en costas en favor de la demandada en 1SMMLV en ambas instancias 
3 Constancia secretarial infoliada 



 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS 
 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2022 00015 01 
ACCION:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
DEMANDANTE:     José Moisés Ramírez Santacruz 
DEMANDADO: Casur 
 

 

En cumplimiento a lo ordenado en la parte resolutiva de la sentencia, procedo a 

efectuar la liquidación de costas dentro del proceso de la referencia en favor de la 

parte demandada. 

 

 

 1. Agencias en derecho 1ª instancia1                                    $                000.000,oo 

 2. Agencias en derecho 2ª instancia2                                           $          1.160.000,oo 

 3. Gastos procesales demandada en el proceso3               $                00.000,oo 

Total  $                                    1.160.000,oo 

 

 

 

TOTAL LIQUIDACIÓN DE COSTAS. La suma de un millón ciento sesenta mil pesos 

M/Cte. ($ 1.160.000,oo) para la parte demandada. 

 

 
Fco              

FRANCISCO ORTEGA O. 

Secretario 
Con validez y efecto jurídico 

(Dto 2364 del 22.11.12 y Ley 527 del 18.08.99) 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Sentencia primera instancia NO condenó en costas 
2 Sentencia segunda instancia condenó en costas en favor de la demandada en 1SMMLV 
3 Constancia secretarial infoliada 



 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS 
 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2018 00310 01 
ACCION:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
DEMANDANTE:     Wilson Fernando Cadavid Santos 
DEMANDADO: Ejército Nacional 
 

 

En cumplimiento a lo ordenado en la parte resolutiva de la sentencia, procedo a 

efectuar la liquidación de costas dentro del proceso de la referencia en favor de la 

parte demandada. 

 

 

 1. Agencias en derecho 1ª instancia1                                    $                000.000,oo 

 2. Agencias en derecho 2ª instancia2                                           $          1.160.000,oo 

 3. Gastos procesales demandada en el proceso3               $                00.000,oo 

Total  $                                    1.160.000,oo 

 

 

 

TOTAL LIQUIDACIÓN DE COSTAS. La suma de un millón ciento sesenta mil pesos 

M/Cte. ($ 1.160.000,oo) para la parte demandada. 

 

 
Fco              

FRANCISCO ORTEGA O. 

Secretario 
Con validez y efecto jurídico 

(Dto 2364 del 22.11.12 y Ley 527 del 18.08.99) 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Sentencia primera instancia NO condenó en costas 
2 Sentencia segunda instancia condenó en costas en favor de la demandada en 1SMMLV 
3 Constancia secretarial infoliada 



 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 
 
Santiago de Cali, doce (12) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

LIQUIDACIÓN DE COSTAS 
 
 
 
RADICACIÓN: 76001 33 33 006 2021 00012 01 
ACCION:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
DEMANDANTE:     Gloria Inés Marín Giraldo 
DEMANDADO: Municipio de Cali.  
                                Ministerio de Educación Nacional 
 

 

En cumplimiento a lo ordenado en la parte resolutiva de la sentencia, procedo a 

efectuar la liquidación de costas dentro del proceso de la referencia en favor de la 

parte demandada. 

 

 

 1. Agencias en derecho 1ª instancia1                                    $                000.000,oo 

 2. Agencias en derecho 2ª instancia2                                           $          1.160.000,oo 

 3. Gastos procesales demandada en el proceso3               $                00.000,oo 

Total  $                                    1.160.000,oo 

 

 

 

TOTAL LIQUIDACIÓN DE COSTAS. La suma de un millón ciento sesenta mil pesos 

M/Cte. ($ 1.160.000,oo) para la parte demandada. 

 

 
Fco              

FRANCISCO ORTEGA O. 

Secretario 
Con validez y efecto jurídico 

(Dto 2364 del 22.11.12 y Ley 527 del 18.08.99) 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1 Sentencia primera instancia NO condenó en costas 
2 Sentencia segunda instancia condenó en costas en favor de la demandada en 1SMMLV 
3 Constancia secretarial infoliada 


